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SENTENCIA DE CASACIÓN 

Lima, treinta de mayo de dos mil veintidós 

VISTOS: el recurso de casación interpuesto 

por el representante del Ministerio Público contra el extremo de la 

sentencia de vista, del veintiséis de agosto de dos mil veinte, corregida 

por auto del veintisiete de agosto de dos mil veinte (foja 322) y emitida por 

la Segunda Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de 

Piura, mediante la cual se revocó el quantum de la pena impuesta (30 

años de pena privativa de libertad) contra Heriberto Olivares Cruz como autor 

del delito contra la libertad sexual en la modalidad de violación sexual en 

menor de edad, en agravio de la menor de iniciales R. Y. Y. G.; y, 

reformándola, se estableció como sanción punitiva la pena de veinte 

años de privación de libertad; con lo demás que contiene. 

Intervino como ponente la señora jueza suprema ALTABÁS KAJATT.  

FUNDAMENTOS DE HECHO 

Primero. Itinerario del proceso en etapa intermedia 

1.1. La representante de la Primera Fiscalía Provincial Penal Corporativa 

de Paita, mediante requerimiento acusatorio (foja 1 del cuaderno de 

requerimiento acusatorio), formuló acusación contra Heriberto Olivares 

Cruz por el delito de violación sexual de menor de edad, previsto en 

Afectación al principio de proporcionalidad 
 

En el presente caso, no existe justificación legal para 
aminorar prudencialmente la pena a límites 
inferiores al marco de punición conminado y aplicar 
un quantum punitivo por debajo de lo que la ley 
prescribe. La Sala Superior no señaló argumento 
alguno respecto a la presencia de circunstancias 
legales que posibiliten la rebaja de la pena. Por el 
contrario, los argumentos expresados no son 
compatibles con ninguna causal de disminución de 
punibilidad y, evidentemente, no son pertinentes 
para reducir la pena. Lo que afecta los principios de 
legalidad y proporcionalidad. 
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el numeral 2 del artículo 173 del Código Penal, en concordancia con 

el último párrafo del artículo 173 del código citado, en agravio de la 

menor de iniciales R. Y. Y. G., y solicitó que se le imponga la pena de 

treinta años de privación de libertad. 

1.2. Realizada la audiencia privada de control de acusación, el ocho de 

abril de dos mil quince, se dictó auto de enjuiciamiento en la aludida 

fecha (foja 3 del expediente principal), admitiéndose los medios de 

prueba ofrecidos por el Ministerio Público (las demás partes no ofrecieron 

medios de prueba) y se ordenó remitir los autos al Juzgado Penal 

Colegiado para el juzgamiento respectivo. 

Segundo. Itinerario del juicio en primera instancia  

2.1.  Mediante auto de citación de juicio oral, contenido en la Resolución 

del veinticuatro de mayo de dos mil diecinueve, se citó al 

procesado Heriberto Olivares Cruz a la audiencia de juicio oral. 

Instalada la audiencia de juicio oral, las demás sesiones se realizaron 

con normalidad, y se llevó a cabo la audiencia de lectura de 

sentencia, el dieciséis de octubre de dos mil diecinueve, conforme 

consta en el acta (foja 188).  

2.2. Luego de efectuarse la audiencia de juicio oral, se expidió la 

sentencia de primera instancia, del dieciséis de octubre de dos mil 

diecinueve (foja 190), que condenó al encausado Heriberto Olivares 

Cruz, por la comisión del delito contra la libertad sexual en la 

modalidad de violación sexual de menor de edad, previsto en el 

inciso 2 del artículo 173 Código Penal, en concordancia con el 

último párrafo del código citado, en agravio de la menor de iniciales 

R. Y. Y. G., le impuso treinta años de pena privativa de libertad y fijó 

en S/ 20 000 (veinte mil soles) el monto por concepto de reparación 

civil a favor de la agraviada. 
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2.3. Contra esta sentencia, la defensa técnica del procesado interpuso 

recurso de apelación (foja 246), concedido mediante Resolución 

número 27, del seis de enero de dos mil veinte (foja 256).  

Tercero. Itinerario del proceso en segunda instancia 

3.1. Culminada la fase de traslado de la impugnación, el Superior Tribunal, 

conforme al decreto del siete de agosto de dos mil veinte (foja 292), 

convocó a audiencia de apelación de sentencia, la cual se realizó 

con normalidad, según se aprecia del acta de audiencia de 

apelación (foja 307).  

3.2. El veintiséis de agosto de dos mil veinte, se procedió a realizar la 

audiencia de lectura de sentencia de vista, conforme consta en el 

acta respectiva (foja 310), mediante la cual se decidió confirmar el 

extremo que condenó al encausado Heriberto Olivares Cruz por la 

comisión del delito contra la libertad sexual en la modalidad de 

violación sexual de menor de edad, en agravio de la menor de 

iniciales R. Y. Y. G.; revocar el extremo de la cuantía de la pena y, 

reformándola, imponer veinte años de pena privativa de libertad. 

3.3. Notificada la resolución emitida por el Superior Tribunal, el fiscal 

superior de la Primera Fiscalía Superior de Piura interpuso recurso de 

casación (foja 323), concedido mediante auto del treinta de 

septiembre de dos mil veinte (foja 384). 

Cuarto. Trámite del recurso de casación  

4.1.  Elevado el expediente a esta Sala Penal Suprema, se corrió traslado 

a las partes, conforme al cargo de entrega de cédulas de 

notificación (foja 68 del cuadernillo formado en esta Suprema Sala), y se 

señaló fecha para calificación del recurso de casación, mediante 

decreto del diez de agosto de dos mil veintiuno. Así, mediante auto 

de calificación del veinticuatro de septiembre de dos mil veintiuno 
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(foja 87 del cuadernillo formado ante este Supremo Tribunal), se declaró bien 

concedido el citado recurso de casación. 

4.2. Instruidas las partes procesales sobre la admisión del recurso de 

casación, se señaló como fecha para la audiencia el once de mayo 

de dos mil veintidós, mediante decreto del veintiuno de abril de dos 

mil veintidós (foja 96 del cuadernillo formado en esta sede). Instalada la 

audiencia, esta se realizó mediante el aplicativo Google Hangouts 

Meet, con la presencia de las partes procesales. Una vez culminada, 

se produjo la deliberación de la causa en sesión secreta, en virtud 

de la cual, tras la votación respectiva, el estado de la causa es el de 

expedir sentencia, cuya lectura en audiencia privada, mediante el 

aplicativo tecnológico señalado, se efectuará con las partes que 

asistan, en concordancia con el artículo 431, numeral 4, del Código 

Procesal Penal. 

Quinto. Motivo casacional  

5.1. Conforme se estableció en el fundamento jurídico sexto del auto de 

calificación del recurso de casación, en concordancia con su parte 

resolutiva, se admitió el recurso de casación, a fin de analizar el caso 

desde la causal prevista en el numeral 3 del artículo 429 del Código 

Procesal Penal, esto es: “Si la sentencia o auto importa una indebida 

aplicación, una errónea interpretación o una falta de aplicación de la ley penal o 

de otras normas jurídicas necesarias para su aplicación”. En concreto, se 

cuestiona la indebida interpretación de la ley penal, en la sentencia 

de vista, sobre la dosificación de la pena impuesta al encausado. 

Sexto. Agravios del recurso de casación 

Los fundamentos establecidos por el representante del Ministerio Público, 

en su recurso de casación, son los siguientes:  

6.1.  De los argumentos expuestos en la sentencia recurrida (fundamentos 24 

a 28) se desprende que habría flagrantes errores de interpretación 
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que influyeron en el debido proceso, al no haberse resuelto una 

controversia (en el extremo específico de la dosificación de la sanción impuesta 

al condenado), bajo los cánones procesales y materiales que exige 

nuestro ordenamiento jurídico. 

6.2. Tanto en el requerimiento acusatorio como en la sentencia de 

primera instancia se estableció contra el acusado una sanción de 

treinta años de pena privativa de la libertad (basada estrictamente en el 

principio de legalidad), que es la sanción mínima que le correspondía; 

sin embargo, se disminuyó dicha sanción, que se estableció en 

veinte años de pena privativa de la libertad efectiva, y se afectó 

con ello el principio de legalidad.  

6.3. Si bien es cierto el Colegiado Superior expresó sus razones para la 

reducción, el Ministerio Público (parte recurrente) lo considera subjetivo, 

toda vez que la pena impuesta en segunda instancia no concuerda 

con una respuesta racional frente a la comisión de un delito tan 

grave (donde cada persona debe hacerse absolutamente responsable de sus 

actos), en el cual se afectó la indemnidad de una menor, que fue 

atacada sexualmente de forma sistemática por el condenado, 

quien se aprovechó de una especial situación de poder frente a 

ella, al tener la condición de  padrastro. 

6.4. Con el nuevo marco punitivo se disminuyó un tercio de la pena, sin 

razón objetiva para ello. El aludido principio de humanidad de 

penas no puede extenderse hasta ese extremo, ya que los cálculos 

sobre el promedio de vida en nuestro país no pueden vincular de 

forma definitiva la dosificación de la pena, más aún si, en el caso 

concreto, no se han presentado las denominadas circunstancias 

atenuantes, como la tentativa o la responsabilidad restringida. 

Séptimo. Hechos materia de imputación 

De acuerdo con el requerimiento acusatorio (foja 01) y conforme a los 

hechos probados en juicio, se atribuye lo siguiente: 
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El año 2006, la menor R. Y. Y. G., quien contaba con ocho años de edad, 

fue víctima de violación sexual por parte del acusado Heriberto Olivares 

Cruz, su padrastro; el hecho ocurrió en el domicilio donde ambos vivían 

con la madre de la menor, ubicado inicialmente en la calle Paita del 

distrito de Pueblo Nuevo Colán, en Paita. Los hechos se repitieron en 

distintas oportunidades, incluso cuando se mudó a otro domicilio en la 

calle Málaga del distrito de Pueblo Nuevo de Colán, en Paita. El último 

acceso carnal se realizó el veinticinco de agosto de dos mil trece, según 

relato de la menor.  

Cuando la menor tenía ocho años de edad, el padrastro empezó a 

ultrajarla sexualmente, aprovechando que se quedaban solos en casa, 

mientras la madre salía a trabajar. La acción suponía desnudamiento, 

besos por todo el cuerpo y penetraciones, vaginales y anales, que se 

produjeron desde el año 2006 (cuando la menor tenía ocho años de edad) 

hasta el año 2013 (cuando tenía catorce años). Como producto de estos 

actos, la menor quedó embarazada y el acusado Olivares Cruz la habría 

inducido para que ingiera algunas sustancias, hierbas, para hacerla 

abortar; sin embargo, ella no aceptó  y continuó con el embarazo hasta 

dar a luz a su menor hijo. María Elene Ramírez Guerrero, hermana de la 

agraviada, denunció los hechos, el siete de septiembre de dos mil trece. 

La conducta se subsume en el artículo 173, inciso 2, del Código Penal, 

atendiendo a la edad con la que contaba la víctima, así como 

aplicándosele la agravante contemplada en el último párrafo del artículo 

173 del código citado, atendiendo a la posición que tenía el acusado, 

quien era padrastro de la agraviada y eso le daba particular autoridad 

sobre la víctima (según la Fiscalía este artículo se encontraba vigente, , a la fecha de 

los hechos, en el año 20061). 

                                                           

1 Artículo 173, inciso 2, del Código Penal:  
El que tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos 
introduciendo objetos o partes del cuerpo por algunas de las dos primeras vías, con un 
menor de edad; será reprimido con las siguientes penas privativas de la libertad: […]  
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

A. Sobre la determinación judicial de la pena 

Octavo. La imposición adecuada de la pena pasa por el análisis de su 

determinación. En esa línea, se ha señalado que la determinación judicial 

de la pena alude a toda la actividad que desarrolla el operador 

jurisdiccional para identificar de modo cualitativo y cuantitativo la 

sanción a imponer en el caso concreto2. Empero, este proceso no está 

desprovisto de ciertas líneas de orientación legalmente previstas, de 

manera que no puede considerarse una cuestión propia de la 

discrecionalidad judicial. La individualización de la pena está sometida al 

principio constitucional de la proporcionalidad, el cual se encuentra 

concretado en un conjunto de criterios específicos establecidos en el 

Código Penal, que el juez penal debe observar de manera especial3. De 

ahí que el principio de legalidad penal impide que la determinación de la 

pena concreta quede totalmente al arbitrio judicial. 

Noveno. En esa línea, el legislador pone a disposición del juez un margen 

dentro del cual puede individualizar la pena, individualización que debe 

atender no solo a los factores establecidos en los artículos 45 y 46 del 

Código Penal (criterios referidos al grado de injusto y de culpabilidad), sino que 

debe observar los fines de la pena (preventiva, protectora y resocializadora), 

conforme lo prevé el numeral 6 del artículo 5 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, recogido en los numerales 21 y 22 

del artículo 139 de la Constitución Política del Estado, y en el artículo IX del 

Título Preliminar del Código Penal. 
                                                                                                                                                                        

2: Si la víctima tiene siete años a menos de diez, la pena será no menor de veinticinco ni 
mayor de treinta años [...].  
Si el agente tuviere cualquier posición, cargo o vínculo familiar que le dé particular 
autoridad sobre la víctima, o le impulse a depositar en él su confianza, la pena será no 
menor de treinta años para los supuestos previstos en los incisos 2 y 3 (Ley número 28251, del 
diecisiete de mayo de dos mil cuatro). 
 

2 PRADO SALDARRIAGA. Sentencia penal y determinación judicial de la pena. En 
http://historico.pj.gob.pe/CorteSuprema/documentos/CONF_NCPP_290409_PRADO_SALDARRIAGA.pdf 
3 GARCÍA CAVERO, Lecciones de Derecho Penal-Parte General. Lima, 2008, Grijley, p 709. 
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Décimo. Asimismo, aunado a lo anterior, ha de observarse el principio de 

proporcionalidad, consagrado en el artículo VIII del Título Preliminar del 

Código Penal, principio que debe aplicarse tanto en abstracto —cuando 

el legislador determina legalmente la pena aplicable al delito— como en concreto 

—al momento en que el juez individualiza la pena—. Igualmente, deben tenerse 

en cuenta los fines constitucionalmente establecidos para la pena. 

Decimoprimero. En este sentido, el Acuerdo Plenario número 7-2007/CIJ-

116, en su fundamento jurídico octavo, señala que:  

Es función del órgano jurisdiccional ejercitar y desarrollar con mayor énfasis la 

proporcionalidad concreta de la pena, cuando la proporcionalidad abstracta 

de la misma no ha sido respetada por el legislador, dentro de las posibilidades 

que permite el ordenamiento jurídico en su conjunto, y en especial, de los 

principios y valores que lo informan […]. En consecuencia, desde la 

perspectiva sustantiva del principio de proporcionalidad, es necesario 

adecuar la cantidad y la calidad de la pena al daño causado a la víctima, al 

perjuicio que con el delito se infringe a la sociedad y al grado de culpabilidad, 

así como al costo social del delito (entendido en su relación con sus 

consecuencias sociales y para el imputado —influencia en su mundo personal, 

familiar y social—). En concreto, el principio de proporcionalidad posee un 

doble enfoque, esto es, como "prohibición de exceso" y como "prohibición por 

defecto”. Esta última impide que la pena sobredisminuya la responsabilidad 

por el hecho. En esa lógica, la apreciación de la “gravedad del hecho" se 

erige como parámetro útil en la medición del interés de persecución penal y 

su valoración se enmarca dentro del criterio de la "gravedad de la pena”4. 

B. Sobre el delito continuado 

Decimosegundo. El denominado delito continuado, que prevé el artículo 

49 del Código Penal, tiene lugar cuando varias violaciones de la misma 

ley penal o una de igual o semejante naturaleza hubieran sido cometidas 

en el momento de la acción o en momentos diversos, con actos 

                                                           

4 GONZÁLEZ-CUÉLLAR SERRANO, Nicolás. Proporcionalidad y derechos fundamentales en el 
proceso penal. Lima, 2018, Instituto Peruano de Criminología y Ciencias Penales (Inpeccp), 
p. 311. 
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ejecutivos de la misma resolución criminal, y serán considerados como un 

solo delito continuado y se sancionarán con la pena correspondiente al 

más grave5. En otras palabras, un delito continuado se configura cuando 

el sujeto realiza una pluralidad de acciones, inmediatas o sucesivas, que 

deben guardar conexidad temporal espacial y responder a un mismo fin 

—misma resolución criminal y vinculadas entre sí—. La conducta del agente debe 

ser continua y tener el mismo título de participación en todos los hechos.  

Decimotercero. Para determinar el delito continuado, en la Casación 

número 1528-2018/Cusco6 se han establecido los requisitos (elementos 

objetivos y subjetivos). En cuanto a los de naturaleza objetiva, tenemos los 

siguientes: i) la pluralidad de acciones, ii) la pluralidad de violaciones de 

la misma ley u otra de similar naturaleza y iii) el contexto temporal de 

realización de las acciones. En lo que respecta al carácter subjetivo, la 

unidad de la resolución criminal. La consecuencia jurídica de este delito 

es que se sancionará con la pena correspondiente al más grave. 

ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 

Decimocuarto. La casación interpuesta por el representante del Ministerio 

Público fue bien concedida por vulneración del inciso 3 del artículo 429 

del Código Procesal Penal. El extremo impugnado solo concierne al 

quantum punitivo. De ahí que, en relación causal admitida, se verificará si 

la Sala Superior aplicó debidamente la dosificación de pena impuesta al 

sentenciado Olivares Cruz por el delito de violación sexual de menor de 

edad, al revocar la pena fijada por el Juzgado Penal Colegiado de 

primera instancia. 

                                                           

5 Artículo modificado por el artículo único de la Ley número 26683, publicada el once de 
noviembre de mil novecientos noventa y seis 
6 Casación número 1528-2018/Cusco, del veintitrés de febrero de dos mil veintiuno, 
fundamento decimosegundo. 
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Decimoquinto. Al respecto, debemos señalar que el Juzgado Penal 

Colegiado, al efectuar la determinación judicial de la pena, concluyó 

que, en el caso concreto, solo existía una circunstancia atenuante como 

lo es la carencia de antecedentes penales del imputado. Asimismo, 

determinó que no existían circunstancias agravantes genéricas. Por tal 

motivo, en atención al injusto cometido y bajo el principio de 

proporcionalidad, señaló que la pena concreta a imponerse debía ser de 

treinta años. Cabe precisar que el representante del Ministerio Público, en 

su alegato final en juicio, solicitó la pena de treinta años, conforme al tipo 

penal, previsto en el numeral 2 del Código Penal, en concordancia con el 

último párrafo del artículo 173 del código citado7, consignado en su 

acusación y reproducida en las sentencias de primera y segunda 

instancia. 

Decimosexto. En instancia de apelación, la Sala Superior revocó la pena 

impuesta en primera instancia (treinta años) y, reformándola, impuso veinte 

años de pena privativa de libertad, fundamentando, en concreto,  que:  

i) imponerle una pena de 30 años condena al acusado a morir en la 

cárcel, alcanzándose los mismos efectos de la cadena perpetua, en 

tanto que supera la proyección de la esperanza de vida de nuestra 

sociedad (72 años), pues al tener 65 años al momento de la condena, más 

30 años de pena, saldría a los 95 años de edad, si es que antes no muere; 

ii) con el ánimo de posibilitar un espacio de vida en libertad, permitir una 

pena concreta que sea compatible con los fines constitucionales de la 

pena y evitar que esta se convierta en un instrumento de venganza, la 

pena debe reducirse a 20 años de privación de libertad. 

Decimoséptimo. Debemos indicar que los criterios para determinar la 

pena concreta están estipulados en los artículos 45 y 46 del Código Penal. 

                                                           

7 La Fiscalía encuadró su pretensión bajo los alcances de Ley número 28251, que establecía 
una pena no menor de treinta años para el delito en mención.  



 

  

                                                               

 

 
- 11 -

CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  CASACIÓN N.° 839-2020 
  PIURA 

De ellos subyace una regla básica: la pena se impone dentro de los 

límites fijados por la ley. En este contexto, que el sentenciado tenga 65 

años y que, con la pena impuesta de 30 años, se supere la proyección de 

la esperanza de vida (72 años), por lo que, en abstracto, se le estaría 

condenando a una cadena perpetua, no constituye fundamento ni 

circunstancia previstos como atenuante en la ley que posibiliten la rebaja 

de la pena por debajo del mínimo legal. 

Decimoctavo. En el caso concreto, solo confluye el hecho cierto de que 

el aludido sentenciado carece de antecedentes penales, lo cual sí es 

una atenuante genérica prevista en el literal a) del numeral 1 del artículo 

46 del Código Penal; sin embargo, la presencia de una atenuante no 

posibilita que se imponga una pena por debajo del mínimo legal, pues 

esta solo sirve para determinar la pena dentro de los límites fijados por ley, 

conforme a lo prescrito en el segundo párrafo del artículo 45-A del 

Código Penal. 

Decimonoveno. En efecto, para poder reducir la pena por debajo del 

mínimo, se debe verificar la presencia de alguna de las causales de 

disminución de punibilidad contempladas en el Código Penal, como la 

omisión impropia (artículo 13), los errores (artículos 14 y 15), la tentativa (artículo 

16), la complicidad secundaria (artículo 25), las eximentes imperfectas 

(artículo 21) o la responsabilidad restringida por razón de la edad (artículo 

22), cuestiones que no se verifican en el caso concreto. Asimismo, a favor 

del encausado tampoco confluyen las reglas de reducción por 

bonificación reguladas en el Código Procesal Penal, como la confesión 

sincera (artículo 161), la terminación anticipada (artículo 471), la 

colaboración eficaz (artículo 475, numeral 2) o la conformidad procesal 

(artículo 372), a efectos de reducir la pena concreta en un determinado 

nivel. Por tanto, no se identifica ninguna de estas circunstancias de 

aminoración de la pena. Por el contrario, se puede apreciar que el 
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encausado se encuentra en plenitud de sus capacidades y, por ende, 

con posibilidad de informarse sobre la ilegalidad y reprochabilidad de 

mantener relaciones sexuales con menores de edad. Tanto más, si las 

agresiones sexuales poseen un componente que implica naturalmente la 

vejación, la humillación y el menosprecio para las víctimas, pues se 

vulnera un ámbito de la intimidad y libertad tan importante para las 

personas como es el de su sexualidad y su dignidad. 

Vigésimo. De acuerdo con lo expuesto, no existe justificación legal para 

disminuir prudencialmente la pena a límites inferiores al marco de 

punición conminado y aplicar un quantum punitivo por debajo de lo que 

la ley prescribe. En tal sentido, la Sala Superior no señaló argumento 

alguno sobre la presencia de circunstancias legales que posibiliten la 

rebaja de la pena. Por el contrario, los argumentos expresados no son 

compatibles con ninguna causal de disminución de punibilidad y, 

evidentemente, no son pertinentes para reducir la pena, lo que afecta los 

principios de legalidad y proporcionalidad, por lo que es de recibo la 

causal propuesta por el recurrente. 

Vigesimoprimero. Debe señalarse que en el presente caso, bajo el marco 

de imputación fiscal, la violación sexual en contra de la menor agraviada 

se realizó desde el año dos mil seis, cuando ella tenía ocho años de edad, 

hasta aproximadamente el año dos mil trece, cuando tenía catorce años 

de edad, lo que configuraría un delito continuado, pues se evidencia una 

pluralidad de acciones (en tal sentido, la menor refirió que la violación sexual se dio 

en distintas oportunidades hasta que quedó embarazada), pluralidad de 

violaciones de la misma ley (el acusado afectó el mismo bien jurídico, la libertad 

sexual), contexto temporal de realización de las acciones y unidad de 

resolución criminal (el acusado sabía que cometía el abuso sexual en contra de la 

voluntad de la menor agraviada de iniciales R. Y. Y. G.). De tal manera, conforme 

lo prevé el artículo 49 del Código Penal, el encausado sería pasible de 
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una mayor intensidad de pena, pues, en el caso concreto, sería aplicable 

el texto de la Ley número 28704, que imponía para el autor de este 

supuesto la pena de cadena perpetua; sin embargo, tanto en su 

acusación como en su alegato final en juicio, el fiscal solicitó la pena 

privativa de libertad de treinta años, y al no haber impugnado dicho 

extremo en apelación, no es posible en este estadio un incremento de 

pena a cadena perpetua, pues afectaría, en estricto, el principio non 

reformatio in peuis. 

Vigesimosegundo. En consecuencia, al constatarse la vulneración de 

preceptos penales materiales, no es imperiosa la realización de una 

nueva audiencia; por ello, sin reenvío, se emitirá una sentencia de 

casación, conforme al artículo 433, numeral 1, del Código Procesal Penal.  

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos miembros de la Sala 

Penal Permanente de Corte Suprema de Justicia de la República:  

I. DECLARARON FUNDADO el recurso de casación interpuesto por el 

representante del Ministerio Público, por vulneración de precepto 

material previsto en  la causal 3 del artículo 429 del Código Procesal 

Penal, recaído contra la sentencia de vista, del veintiséis de agosto 

de dos mil veinte, corregida por auto del veintisiete de agosto de 

dos mil veinte (foja 322) y emitida por la Segunda Sala Penal de 

Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Piura, mediante la 

cual se revocó el quantum de la pena impuesta (30 años de pena 

privativa de libertad) contra Heriberto Olivares Cruz como autor del 

delito contra la libertad sexual en la modalidad de violación sexual 

en menor de edad, en agravio de la menor de iniciales R. Y. Y. G.; y, 

reformándola, se estableció como sanción punitiva la pena de 

veinte años de privación de libertad.  
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II. En consecuencia, CASARON la sentencia de vista en el extremo de 

la pena y, actuando en sede de instancia, CONFIRMARON la 

sentencia de primera instancia, del dieciséis de octubre de dos mil 

diecinueve (foja 190), emitida por el Juzgado Penal Colegiado de 

Piura, en el extremo que le impuso treinta años de pena privativa de 

libertad a Heriberto Olivares Cruz, como autor del delito contra la 

libertad sexual-violación sexual de menor de edad, en perjuicio de la 

menor identificada con las iniciales R. Y. Y. G.; con lo demás que al 

respecto contiene.  

III. DISPUSIERON que la presente sentencia se lea en audiencia privada, 

se notifique a las partes apersonadas en esta Sede Suprema y se 

publique en la página web del Poder Judicial. 

IV. MANDARON que, cumplidos estos trámites, se devuelvan los 

actuados al órgano jurisdiccional de origen para que proceda 

conforme a ley. Intervino el señor juez supremo Núñez Julca por 

licencia del señor juez supremo Sequeiros Vargas. 

S. S. 

SAN MARTÍN CASTRO  

ALTABÁS KAJATT 

NÚÑEZ JULCA 

COAGUILA CHÁVEZ 

CARBAJAL CHÁVEZ 

AK/Epg  


